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MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

A - 089 

Trámite: Conflicto de competencia  

Convocante: Juzgado Primero Civil Municipal de Itagüí 

Convocado: Juzgado Cuarto Civil Municipal de Medellín  

Radicado Único Nacional: 05001 22 03 000 2022 00264 00 

Asunto: Dirime conflicto de competencia 

 

Medellín, dieciséis (16) junio del dos mil veintidós (2022) 

 

De conformidad con lo establecido por los artículos 35 y 139 del Código 

General del Proceso, procede la suscrita Magistrada a dirimir el conflicto de 

competencia suscitado entre el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Medellín y 

el Juzgado Primero Civil Municipal de Itagüí. 

 

ANTECEDENTES 

A través de apoderada judicial, la sociedad FAST CREDIT S.A.S elevó solicitud 

de aprehensión y entrega con el fin de hacer efectiva la garantía mobiliaria 

conferida en su favor por el señor DUVAN DE JESÚS JARAMILLO PÉREZ 

respecto del vehículo de placas WMQ639 que respalda la obligación dineraria 

contraído con la sociedad accionante –crédito N°0002016M91- por valor de 

OCHENTA MILLONES DE PESOS ($80.000.000), de conformidad con lo 

establecido en el artículo 60 de la Ley 1676 de 2013. Que el vehículo está 

autorizado para la prestación de servicio público como taxi, está afiliado a la 

empresa TAX COOPEBOMBAS, circula en la ciudad de Medellín y sus 

alrededores  y que “por tratarse de un vehículo de servicio público inscrito o 

matriculado en una secretaria de tránsito del área metropolitana del Valle de 

Aburra, tiene un radio de acción metropolitano para la prestación del servicio, 

dentro del valle de aburra, lo que le permite circular por los municipios del 
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área establecida, sin portar planilla ocasional de viaje o permiso especial para 

transitar (…)”. 

 

El conocimiento del asunto correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Civil 

Municipal de Medellín, que se declaró incompetente para conocer el asunto 

tras considerar que al encontrarnos no “ante un proceso contencioso sino ante 

una diligencia de aprehensión, la competencia se encuentra atribuida al juez 

del domicilio de la persona con quien deba cumplirse el acto, siendo ello 

entonces una atribución privativa al no existir posibilidad concurrente, (art. 28 

nral. 14 del CGP)”. En tales términos, ordenó la remisión de la demanda para 

reparto entre los jueces civiles municipales de Itagüí, por ser tal el domicilio 

del demandado.  

 

Recibido el expediente, el Juzgado Primero Civil Municipal de Itagüí indicó que 

el asunto se rige por el numeral 7° del artículo 28 CGP, que establece 

competencia privativa en cabeza del juez del lugar de ubicación de los bienes, 

en tratándose de pretensiones de “restitución de tenencia” y que el numeral 

14 del mismo canon no es aplicable al caso concreto, por tratarse de una 

diligencia especial y no de un proceso judicial en estricto sentido. Que, como 

el lugar de circulación del bien objeto de aprehensión y entrega es el municipio 

de Medellín, el juzgado remitente era el competente para conocer el asunto.  

En consecuencia, se declaró incompetente y promovió conflicto negativo de 

competencia, ordenando la remisión del expediente al H. Tribunal Superior de 

Distrito Judicial de Medellín para lo pertinente. 

 

CONSIDERACIONES 

La suscrita Magistrada es competente para dirimir el presente asunto, de 

conformidad con lo establecido por los artículos 35 y 139 del Código General 

del Proceso, por cuanto los Juzgados involucrados son integrantes del Distrito 

Judicial de Medellín. La competencia ha sido definida como la aptitud legal 

que tiene un determinado funcionario judicial para decidir ciertos asuntos, en 

atención a criterios o factores de orden normativo que permiten la asignación 

o distribución de los mismos.   

 

Ahora bien, téngase en cuenta que el problema jurídico se circunscribe a 

determinar con claridad el lugar de ubicación del rodante ya que, como lo ha 

indicado la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, el criterio aplicable en 
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este tipo de casos es el consagrado en el numeral 7° del artículo 28 CGP, a 

cuyo tenor: 

 

“La competencia territorial se sujeta a las siguientes reglas: 

 

7. En los procesos en que se ejerciten derechos reales, en los divisorios, de 

deslinde y amojonamiento, expropiación, servidumbres, posesorios de 

cualquier naturaleza, restitución de tenencia, declaración de pertenencia y de 

bienes vacantes y mostrencos, será competente, de modo privativo, el 

juez del lugar donde estén ubicados los bienes, y si se hallan en 

distintas circunscripciones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del 

demandante”.  

(Negrillas fuera del texto original) 

 

A tal conclusión arribó el Alto Tribunal, tras considerar que si bien el numeral 

14 del mismo canon prescribe que “(P)ara la práctica de pruebas 

extraprocesales, de requerimientos y diligencias varias, será competente el 

juez del lugar donde deba practicarse la prueba o del domicilio de la persona 

con quien debe cumplirse el acto, según el caso”, aplicar tal disposición 

implicaría desconocer la normatividad específica para el caso de derechos 

reales, concebida para lograr la efectividad de la decisión adoptada: 

 

“Finalmente, es necesario mencionar, que si bien en el pasado la Corte aplicó 

el numeral 14 del articulo 28 de la Ley 1564 de 2012 para resolver conflictos 

de competencia atinentes a diligencias de «aprehensión y entrega»1, un 

replanteamiento del tema ha llevado a cambiar ese criterio, para en definitiva 

entender que en esa clase de peticiones propias de la modalidad de pago 

directo prevista en el canon 60 de la Ley de garantías Mobiliarias, ciertamente 

se está en ejercicio del derecho real de prenda, a efecto de poder el acreedor 

satisfacer su crédito sin necesidad de acudir a los jueces, salvo, claro está, 

para que se retenga y entregue el bien pignorado y del cual reclama la 

tenencia. Y en ese orden de ideas, la regla de competencia territorial, que de 

manera más cercana encaja en el caso, es la del numeral 7º del referido 

artículo 28, la que a su vez posibilita cumplir con principios como los de 

economía procesal e inmediación, puesto que el juez que mejor y más fácil 

puede disponer lo necesario para llevar a término lo pretendido, sin duda, es 

                                                             
1 En ese sentido pueden verse: AC3565-2018, AC8161-2017 y AC6494-2017. 



4 
 

al del sitio en el que se halle el bien afectado” (AC2218-2019, M.P. Álvaro 

Fernando García Restrepo). 

 

En el caso concreto se tiene que, desde la demanda, se indicó que el vehículo 

objeto de la solicitud es el taxi de placas WMQ639 afiliado a la empresa TAX 

COOPEBOMAS y que “por tratarse de un vehículo de servicio público inscrito 

o matriculado en una secretaria de tránsito del área metropolitana del Valle 

de Aburra, tiene un radio de acción metropolitano para la prestación del 

servicio, dentro del valle de aburra, lo que le permite circular por los 

municipios del área establecida, sin portar planilla ocasional de viaje o permiso 

especial para transitar (…)”. Ahora bien, en la cláusula cuarta del CONTRATO 

DE PRENDA ABIERTA SIN TENENCIA DEL ACREEDOR suscrito por las partes, 

cuya copia obra en el plenario, se lee: 

 

“CUARTA.-UBICACIÓN. El vehículo pignorado descrito en la cláusula primera, 

deberá permanecer ordinariamente en la ciudad de Medellín. La movilización 

del vehículo a localidades, poblaciones, o ciudades vecinas, estará sujeta al 

cumplimiento por parte de EL (LOS) DEUDOR (ES) PRENDARIO (S), de las 

exigencias que para el efecto prevea la compañía afiliadora a la que se 

encuentre vinculada el vehículo. El incumplimiento de lo acá previsto, 

facultará a EL ACREEDOR PRENDARIO para seguir (sic) de EL (LOS) 

DEUDORES (ES) PRENDARIO (S) el pago anticipado de las obligaciones que 

estuvieren garantizadas por esta prenda”. 

 

De lo visto se colige que el bien perseguido debe “permanecer ordinariamente 

en la ciudad de Medellín”, ciudad en la que se encuentra autorizado el rodante 

para la prestación de servicios de transporte público y que, en tal sentido, el 

competente para conocer el trámite, de manera privativa, es el Juzgado 

Cuarto Civil Municipal de Medellín, a quien fuera repartido el asunto de manera 

inicial. 

 

En mérito de lo expuesto la suscrita Magistrada, administrando justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR competente al Juzgado Cuarto Civil Municipal 

de Medellín, para conocer y decidir el asunto examinado.  
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SEGUNDO: En consecuencia, REMITIR el expediente al mencionado 

Despacho, y comunicar la presente determinación a la otra agencia judicial 

involucrada en la contienda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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